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editorial-----------

La subordinación 
del sistema judicial 

Múltiples e inveterados son los vicios de que adolece nuestro 
sistema judicial, una verdad ahora universalmente reconocida. Si en 
algo se ha logrado un consenso, desde el FMLN hasta las grandes 
gremiales de empresarios, es precisamente en lo mal que se anda en 
este terreno y en lo poco que vale una democracia con una ad­
ministración de justicia tan precaria. 

Después del primer informe emitido por la Comisión Moakley sobre 
el curso de las investigaciones de la masacre de la UCA, incluso el 
Departamento de Estado norteamericano ha dado un vuelco radical en 
su tradicional postura sobre el tema. En palabras del subsecretario de 
Estado para asuntos latinoamericanos, Bernard Aronson, "no sólo está 
el caso de los jesuitas ... ha habido demasiados crímenes de este tipo 
en los últimos diez años y nadie pareciera ser acusado y castigado por 
los mismos"; a lo cual añadió su preocupacióon por la vigencia de 
leyes que impiden hacer verdadera justicia, y lo inexplicable de que no 
se hayan reformado anteriormente. 

Siendo, pues, tan general y manifiesta la insatisfacción con el 
sistema judicial, cabe preguntarse por qué no se procede de inmediato 
a su total reestructuración y por qué ha de manejarse como concesión 
al FMLN en la mesa de negociaciones lo que es un clamor tan 
popular. Más en específico, urge cuestionarse sobre cuál de las 
fuerzas del país posee tanto poder como motivos para que tan mal le 
vaya a la justicia en el país. Siguiendo el principio de que quien más 
viola los derechos humanos, asegurándose absoluta impunidad, se 
encuentra en la base del problema, en la Fuerza Armada encuentran 
inequívoca respuesta las inquietudes de Aronson. Con mayor au­
toridad y conocimiento, el Dr. Gutiérrez Castro, presidente de la Corte 
Suprema de Justicia, saliendo al paso de las crlticas al Organo que 
preside, ha declarado que los problemas del sistema judicial no 
comienzan en su jurisdicción, sino en la Fuerza Armada, en el ramo de 
seguridad. Sencillamente, no se cuenta con uorganismos técnicos de 
investigación independientes e imparciales que permitan el segui­
miento de todo tipo de delito". No se trata únicamente de que las fallas 
técnicas en la recopilación de pruebas practicada por los cuerpos de 
seguridad entorpezcan muchas investigaciones; se trata de la 
manifiesta subordinación del Organo Judicial respecto de la óptica e 
intereses del poder militar. 

Asl, no es pequeño el servicio que al pals ya ha prestado el 
informe Moakley, cuando luego de su publicación se ha reconocido la 
necesidad y anunciado la creación de una polic(a judicial indepen­
diente. Sin embargo, poco se habrá avanzado en favor de la justicia si 
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-----------editorial 
con ello no se reconoce al mismo tiempo la imperiosa necesidad de 
que los cuerpos de seguridad pasen de inmediato a control directo del 
poder civil. 

Los problemas de autonom fa e independencia de la justicia frente 
a la Fuerza Armada no terminan allí. Si hemos de atenernos al pr­
onunciamiento que el ejército emitiera recientemente, dando su res­
paldo incondicional y sobreentendida exoneración al Alto Mando de 
toda responsabilidad en la masacre de la UCA, cabe pensar que con 
igual derecho y convicción decidan sobre la culpabilidad y cc;mdena de 
los que tienen por ''fachadas" de la insurgencia y centros de pla­
nificación de actos terroristas, como afirmara el coronel Zepeda de los 
jesuitas que luego fueron masacrados en la UCA. Así, mientras el 
ejército no sea profundamente depurado y sometido efectivamente al 
poder civil, ninguna disposición parcial, por buena que sea, logrará 
romper la estructura de la impunidad que caracteriza a la Fuerza 
Armada salvadoreña. 

Contrario a las fundadas razones ofrecidas por el presidente de la 
Corte sobre lo poco y difícil que se hace avanzar en el escla­
recimiento del asesinato de los jesuitas, el Presidente del Ejecutivo, 
en cambio, ha manifestado que nada tiene que decir sobre la in­
vestigación, apelando a la pretendida independencia de poderes, 
aduciendo su incapacidad de meterse en uasuntos tan delicados que 
sólo competen al Organo Judicial". Menos razonable aparece esta 
actitud presidencial cuando ya cuatro de los miembros de la Comisión 
de Honor por él nombrada para conocer el caso en cuestión han 
desatendido los llamados del Juez para presentarse a declarar. Peor 
aún cuando en la disciplinada institución armada nadie sabe dar razón 
del "extravío" de un libro de control de entradas y salidas de la Es­
cuela Militar, que pueae ser clave en el curso de las investigaciones. 

Con insistencia, Cristiani también ha exhortado a no especular en 
torno al caso, señalando que con ello se generan "los peores 
obstáculos" al proceso. Sin embargo, el mismo Presidente ya ha 
afirmado estar convencido de la culpabilidad de Benavides en el 
crimen y hallarse escéptico de su condena. Sobre el fundado aunque 
vago escepticismo de Cristiani, la Comisión Moakley ha realizado una 
labor encomiable y eficaz en precisar los peligros que corre la 
investigación y apuntar las vías todavía no exploradas por donde se 
pueden disipar las dudas y temores del Presidente. Frente a las 
contundentes conclusiones del informe, Cristiani ha reaccionado 
seilalando que no se puede prejuzgar sobre los resultados finales del 
proceso, cuando de lo que se trata es de prever que el resultado sea 
el adecuado. 

Mirar porque la justicia prospere en El Salvador es tarea de todos 
y no sólo del Organo Judicial, como bien ha dicho el presidente de la 
Corte. Con vacilaciones y hábiles evasivas, muy pobre servicio se 
presta a esta ingente labor en favor de la paz y la democracia. 
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resumen semanal ___________ _ 

Preparativos bélicos 
A escasos 8 días para el reinicio del 

diálogo entre el gobierno y el FMLN, las 
hostilidades continúan a la orden del día, 
tanto en el campo militar como en el de la 
confrontación verbal. Personeros del gobier­
no y Fuerza Armada han expresado sus 
valoraciones sobre el futuro de la guerra de 
cara a la posibilidad de un recorte y/o condi­
cionamiento de la ayuda militar norteameri­
cana. Por su parte, el FMLN ha expresado 
que la reunión de diálogo a realizarse en 
Venezuela el 16 de mayo próximo no es en 
modo alguno óbice para la continuidad de 
sus operativos militares. 

Reacciones al posible recorte de la asis­
tencia norteamericana 

Tras conocerse la resolución del comité 
de relaciones exteriores de la Cámara de 
Representantes sobre el recorte y condicio­
namiento de la ayuda militar para El Sal­
vador, diversas figuras políticas y militares 
del país han aventurado sus pronósticos 
sobre los efectos que tendría tal medida 
sobre la marcha de la guerra. 

El Presidente Cristiani expresó que si tal 
iniciativa llegara a concretarse, podría po­
tenciar una escalada de la guerra al lanzar 
al FMLN una señal para seguir impulsando 
su operatividad militar. Asimismo, Cristiani 
habría advertido que, si Estados Unidos 
recorta su asistencia militar, el gobierno sal­
vadoreño se vería obligado a drenar re­
cursos de otras áreas del presupuesto na­
cional en favor del presupuesto de defensa. 

El viceministro de Defensa, coronel Juan 
Orlando Zepeda, expresó valoraciones simi­
lares. Según Zepeda, un recorte de la 
ayuda norteamericana alentaría al FMLN a 
continuar con ei esfuorzo militar, pues la 
guerrilla seguirla contando con la ayuda de 
Cuba. Por otro lado, sin embargo, afirmó 
que la Fuerza Armada cuenta con las 
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suficientes reservas materiales para hacerle 
frente a una situación de ese tipo. 

Aparte de los desfavorables efectos que 
un drenaje de recursos de programas 
sociales para financiar la guerra tendría 
sobre las clases más desposeídas, las 
declaraciones de ambos funcionarios son 
un indicio de la desconfianza que el go­
bierno y la Fuerza Armada abrigan respecto 
de los logros que podrían obtenerse del 
proceso de diálogo-negociación con el 
FMLN en términos de desescalar el con­
flicto militar. En parte, esta desconfianza 
puede tener su origen en la continuidad de 
las acciones del FMLN de sabotaje a la 
infraestructura eléctrica y de desgaste a las 
fuerzas vivas del ejercito. 

Sin embargo, quizá el mayor problema 
para establecer un clima de mutua confi­
anza sea la ausencia de disposiciones 
gubernamentales que ofrezcan una contra­
partida a los gestos unilaterales implemen­
tados por el FMLN a partir del 16 de marzo 
para desescalar la guerra. La continuidad 
de los operativos contrainsurgentes propicia 
la confrontación armada entre los bandos, 
tanto porque provoca encuentros contingen­
ciales de fuerzas, como porque obliga al 
FMLN a realizar acciones de contragolpe y 
de distracción de las tropas del ejército, con 
el fin de retirar la presión militar guber­
namental de sus zonas de influencia. 

Dinamismo• béllcoa 

El primero de mayo, un dJa antes de 
que el Sr. Alvaro de Soto, delegado del 
secretario general de la ONU, arribara al 
paJs para tratar aspectos operativos rela­
cionados con la proxima reunión de diálogo, 
el FMLN lanzó su mayor operación de 
acciones simultáneas desde la implemen­
tación de la campaña militar "Febe Eliza­
beth vive" en el último bimestre de 1989. 
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Ese día, el FMLN atacó por lo menos 5 
posiciones del ejército en San Salvador, 2 
en La Libertad, otras 2 en Morazán, 
mientras que en llobasco (Cabañas) se 
combatió por más de 6 horas. De acuerdo a 
los reportes del COPREFA, en dichas ac­
ciones murieron 7 efectivos militares, entre 
ellos el capitán de la Policía de Hacienda, 
Alfonso Chávez García, a quien un comuni­
cado apc)crifo de oficiales jóvenes difundido 
en noviembre pasado acusó de haber 
comandado el operativo en el cual fueron 
masacrados los jesuitas de la UCA. Otros 
1 O efectivos resultaron heridos; mientras 
que el FMLN sufrió 13 bajas mortales. 

De acuerdo a un comunicado del FMLN 
difundido el 7 de mayo, tales acciones se 
enmarcan en una campaña de repudio 
contra "las operaciones militares del ejér­
cito, la impunidad de los militares y la ine­
xistencia de la democracia". Sin embargo, 
los efectos de la operación fu e ron más allá. 
La continuidad de la operatividad militar por 
parte de ambos bandos sugiere que 
difícilmente podría concertarse un cese al 
fuego en la próxima reunión de diálogo en 
Caracas. De hecho, ambas partes han 
mantenido sus niveles de actividad prome­
dios mientras se desarrollaban las reu­
niones preparatorias con Alvaro de Soto. 

Posteriormente, se han registrado ac­
ciones armadas en ocho departamentos del 
país, distribuidas así: 3 ataques contra po­
siciones y puestos militares en San Salva­
dor, un combate en Chalatenango, una em­
boscada en Santa Ana, un ataque en 
Usulután, otro en La Libertad, 3 ataques en 
Morazán y un combate en La Unión. Según 
el COPREFA, en estas acciones habrían 
muerto 12 efectivos militares y 24 guerrille­
ros, mientras que 17 efectivos más resul­
taron con heridas. 

De acuerdo a los mismos informes cas­
trenses, el ejército habría desmantelado dos 
campamentos guerrilleros ubicados en los 
departamentos de San Vicente y Chalate­
nango. En ellos el ejército habría encon-
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trado regular cantidad de explosivos. Asi­
mismo, durante la última semana, la fuerza 
Armada asegura haberle requisado al 
FMLN 5 fusiles y 171 explosivos. Por otra 
parte, el sabotaje del período habría arro­
jado un saldo de 18 postes del tendido eléc­
trico destruidos y daños parciales en dos 
sub-estaciones de distribución del fluido. 

La dinámica de la guerra, pues, continúa 
impulsada - por la operatividad de ambos 
bandos. Según los comandantes de los 
Destacamentos Militares 2 y 3, con sede en 
Sensuntepeque (Cabañas) y en el puerto de 
La Unión, respectivamente, así como de la 
Sexta Brigada de Infantería, con sede en 
Usulután, las zonas bajo su cargo son ob­
jeto de fuertes operativos contrainsurgentes 
de rastreo y patrullaje. Según el coman­
dante de la Sexta Brigada, ooronel Heri­
berto Hernández, la unidad bajo su mando 
habría recuperado incluso algunas zonas de 
persistencia guerrillera. 

Con todo y el desarrollo de estos inten­
sos operativos de contrainsurgencia, el ac­
cionar del FMLN mantiene niveles consider­
ables de intensidad, lo cual sugiere que la 
presencia guerrillera en esas zonas aún 
persiste. 

De cara al futuro inmediato, la guerra 
parece seguir su curso, oonsiderando que 
ambos bandos ya han anunciado su dis­
posición a continuar con las hostilidades 
pese a la próxima reunión de diálogo. El Al­
to Mando del ejército sostuvo ya una reu­
nión en la cual habría tratado, entre otras 
cosas, el desarrollo de operativos militares 
en zonas de persistencia guerrillera. Por 
otra parte, la Fuerza Armada continúa inoor­
porando nuevos efectivos a sus filas. Re­
cientemente, fueron incorporados 100 a la 
Guardia Nacional, 250 a la Brigada de Ar­
tillería y un número no determinado a la 
Tercera Brigada de lnf anterra. El FMLN, por 
su lado, ha reiterado que mantendrá sus 
operativos militares mientras el ejército 
continúe con sus operativos de contrainsur­
gencia 
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Gestiones de concertación popular 

Contra todo lo que habrían podido 
mostrar diez años de guerra y confrontación 
social, con ocasión de las celebraciones del 
primero de mayo, día internacional do los 
trabajadores, los sectores laborales y po­
pulares han vuelto a mostrar que la con­
certación y el consenso sí son posibles en 
El Salvador si se buscan y se configuran en 
torno a problemas verdaderamente funda­
mentales y comunes para la mayoría de los 
salvadoreños. 

Las gestiones por la concertación y la 
paz emprendidas por los sectores populares 
como los más afectados por la guerra y la 
crisis, han dado en este primero de mayo 
frutos realmente exitosos e importantes. 
Desde la segunda mitad de 1988, la rea­
lización de lo que se dio en llamar el De­
bate Nacional, como una instancia en 
donde todas las fuerzas sociales organiza­
das pudiesen presentar y debatir sus ideas 
con un espíritu de negociación y búsqueda 
de puntos de consenso para la solución de 
los problemas más apremiantes del país, ha 
suscitado un proceso de concientización 
nacional que ha llevado a las organizacio­
nes populares a exigir con menos temor el 
diálogo y la negociación como la única vía 
de solución al conflicto. Asimismo, la prác­
tica de exponer y discutir las propias posi­
ciones en un foro común, se ha fortalecido. 

El Comité Permanente del Debate 
Nacional (CPDN), fundado como la instan­
cia encargada de velar por el cumplimiento 
de aquellos acuerdos y de que nuevos 
acuerdos fueran construyéndose, ha reali­
zado una persistente labor de concertación 
entre sus organizaciones miembros, labor 
que, en un oontexto de agudización de la 
crisis y de exacerbación de la guerra, ha ido 
unificando al espectro laboral y comunal en 
torno a demandas estructurales y reivindica­
ciones gremiales comunes. Las organiza-
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cienes populares parecen haber aprendido 
ya que las exigencias son más eficaces 
cuando son planteadas en común. 

Así, para la organización de las celebra­
ciones del primero de mayo con una masiva 
marcha pacífica que finalizaría en una con­
centración de igual calidad en la que se es­
cucharía el mensaje de los dirigentes sindi­
cales, cooperativos, comunales, religiosos y 
políticos de oposición que han querido acer­
carse al espíritu que impulsó aquella movili­
zación, el Debate Nacional retomó su espí­
ritu inicial. Tal espíritu fue asumido también 
en los comunicados de prensa de organi­
zaciones como la UNTS, UNOC, UPO, 
CTS, AGEPYM, FESACORA, STIUBA, 
FUSS, FESTIAVTSCES,CIPHES, PADE­
COES, COMAFAC, ANTRAM, STIRTCAES, 
SECS, SNTITSC, SITRABIF, SGTICSCES, 
FESINCONSTRANS, FEDECOOPADES, 
CRIPDES, CTD, ANDES, FMS, FENAS­
TRAS, STISSS, FENACOA, UES, ASTTEL, 
UCS, MCS, CCM, CCDSR, CCC y muchas 
otras, así como por los partidos políticos 
PDC, PSD, MNR, UDN y MPSC. Como 
resultado de ello, este primero de mayo fue 
un día de verdadera concertación por la 
paz. Por primera vez en la última década, 
todo el espectro de organizaciones popu­
lares concurrió a una marcha común en la 
cual las diferencias partidaristas o ideológi­
cas fueron relegadas a un plano secun­
dario, frente a la necesidad de concertación 
para presionar por la paz y contra el 
incremento del costo de la vida. 

En sus demandas fundamentales, el 
movimiento popular salvadoreño ha coinci­
dido con las demandas que también mo­
vieron a las calles a miles de trabajadores 
del resto del continente (Guatemala, Nicara­
gua, Chile, Argentina, Venezuela, Bolivia, 
Colombia, etc.), todos exigiendo la pacifica­
ción de sus países y el cese de inclementes 
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medidas económicas inflacionarias que 
hacen pagar la mayor parte del costo de los 
uajustes estructurales" a los sectores popu­
lares que no tienen más que la propia sub­
sistencia para cubrir aquel costo. 

Con tales planteamientos, las fuerzas 
sociales representadas por 80 mil personas 
marcharon el primero de mayo por las 
calles, uen un ambiente de paz y tranquili­
dad como nunca antes", según lo tuvo que 
reconocer un periódico matutino conserva­
dor que sólo 6 días antes había denun­
ciado, citando un comunicado del 
COPREFA -el cual, a su vez, recogía 
presuntas declaraciones extrajudiciales del 
dirigente de ANDES, Jorge Villegas, de­
tenido por la Guardia Nacional el 20 de 
abril-- que "con el objeto de provocar a la 
Fuerza Armada y cuerpos de seguridad, 
grupos de fachada realizarán desórdenes 
callejeros el 1 de mayo .. .la idea, dijo el reo, 
es obligar a las fuerzas del Estado para que 
actúen con drasticidad y que surjan víc­
timas, para luego inculpar al Ejército de re­
presiones violentas contra el pueblo desar­
mado y explotar eso en el campo inter­
nacional, deformando la imagen del gobier­
no del presidente Cristiani ... para lograr ese 
objetivo,... cuentan anticipadamente con la 
complicidad de varios corresponsales ex­
tranjeros .. :. 

Posteriormente, el propio Jorge Villegas, 
ya liberado por el juzgado correspondiente, 
informó a la prensa que en los próximos 
días presentaría a los tribunales una de­
nuncia contra el jefe del COPREFA por la 
publicación del comunicado arriba señalado. 
VilleQas conminó al COPREFA a presentar 
videos, grabaciones o documentos firma­
dos, que probaran las declaraciones que 
dicha entidad la atribuyó. 

En la misma línea da concertación 
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popular, junto a las demandas de cese a la 
guerra, respeto a los derechos humanos, 
efectivo control de precios y ajuste de sala­
rios, cese d8' desempleo, cese al aumento 
del costo de la vida, y exigencia de que las 
fuerzas sociales sean tomadas en cuenta 
en el proceso de diálogo, las organiza­
ciones también han propuesto a las partes 
en conflicto los puntos prioritarios de agen­
da en dicho proceso. Esos puntos incluyen 
reformas al sistema electoral, depuración y 
democratización del sistema judicial, depu­
ración y redefinición del papel que asumirá 
la Fuerza Armada en la sociedad demo­
crática, y el establecimiento de la plena 
vigencia de los derechos humanos. 

En dicho marco, a través de un co­
municado conjunto difundido el 3 de mayo, 
la UNOC, UNTS, CTS, AGEPYM, UPO, 
FESACORA y CPDN han expresado su 
protesta ante el aumento progresivo de los 
precios y el irrespeto a los derechos hu­
manos, al tiempo que reiteraron sus pro­
puestas de solución al conflicto en lo 
económico, laboral, social, agrario y político. 
El 8 de mayo, continuando con sus gestio­
nes de paz, el CPDN se reunió con dele­
gados del FMLN para entregarles un 
documento que sugiere los puntos claves 
de negociación. 

Así, las organizaciones populares, vícti­
mas de poderosas estrategias partidaristas 
para dividirlas, sobre todo en el último quin­
quenio, han dado ya muestras fe hacientes 
da concertación y despolarización. Resta 
por ver qué pueden aportar el gobierno y 
las patronales del sector privado para con­
ciliarse con las trabajadores en la negocia­
ción de sus demandas más urgentes y, más 
ampliamente, para conciliar al país entero 
en un marco de justicia y democracia para 
todos. 
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El problema de la deuda externa 
Un reciente informe de la CEPAL, el 

cual será presentado en el próximo XXIII 
período de sesiones de dicho organismo, 
sostiene que El Salvador, junto a México, 
Colombia, Chile y Uruguay, constituye uno 
de los pocos países latinoamericanos que 
desde 1986 no han tenido atrasos en el 
pago de su deuda externa. Este informe 
parece confirmar la percepción general que 
existe en el país en torno a que la situación 
de la deuda externa salvadoreña no es tan 
alarmante como la de la mayoría de países 
en América Latina. Sin embargo, un exa­
men más acucioso del fenómeno debería 
desemlx>car en una conclusión totalmente 
diferente. 

La deuda externa salvadoreña, calcu­
lada al 31 de agosto de 1989, asciende a 
unos $2,031 millones (Ver Cuadro No. 1 ), 
cifra insignificante si se compara con la 
deuda global de América Latina, que, según 
las estimaciones de la CEPAL, sobrepasa 

los $430,000 millones, de los cuales la 
mayor carga la reportan Brasil, México y 
Argentina, cuyas deudas alcanzan respecti­
vamente $115,000, $105,000 y $60,000 
millones. 

Además de su escaso monto, suele 
atribuirse a la deuda externa salvadoreña 
una serie de supuestas ventajas que 
colocan al país en una posición "privile­
giada·. Entre estas ventajas se menciona su 
estructura por acreedores y por plazos. A 
diferencia de la deuda de la mayoría de 
países latinoamericanos, la deuda salva­
doreña ha sido contraída fundamentalmente 
con organis.mos multilaterales y bilaterales 
(ver Cuadro No. 2) bajo una visión más de 
"ayuda al desarrollo" que de negocio lu­
crativo. Este carácter se manifiesta parcial­
mente en el hecho de que la mayor parte 
de la deuda ha sido contratada a mediano y 
largo plazo, lo cual, al menos teóricamente, 
supone que la deuda no ejercería presiones 

CUADRO No.1 
EL SALVADOR: SALDOS DE DEUDA EXTERNA. 1979-1989 

(Millones de dólares) 

Sector Sector Sector 
privado bancario público TOTAL 

1979 303.8 236.5 398.0 938.3 
1980 220.0 481.2 475.1 1,776.3 
1981 194.4 623.6 652.8 1,470.8 
1982 170.8 723.4 815.8 1,709.9 
1983 147.5 784.4 994.7 1,890.7 
1984 138.8 725.0 1,085.6 1,949.5 
1985 133.2 657.1 1,190.4 1,980.7 
1986 122.3 551.7 1,254.4 1,928.4 
1987 119.6 448.3 1,312.0 1,912,6 
1988 114.3 448.3 1,374.2 2,031.8 
1999• 113.2 441.1 1,476.7 2,031.0 

• Calculado a agosto de 1989. 

FUENTE: Banco Central de Reserva, Boletín Económico, sept.-od. 1989. 
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inmediatas sobre el crecimiento económico 
(ver Cuadro No. 3). 

Frente a esta percepción generalizada 
sobre la deuda externa salvadoreña, es pre­
ciso examinar más detenidamente dicho fe­
nómeno y su significado en el contexto más 
general de la crisis económica que sufre el 
país. 

CUADRO No. 2 
EL SALVADOR: DEUDA EXTERNA POR 

TIPO DE ACREEDOR AL 31 DE AGOSTO 
DE 1989 (Saldos en millones de dólares) 

Acreedor Saldo Porcentaje 
del total 

l. Agencias Multilaterales 939.4 46.3% 
BID 578.0 
BIRF 105.3 
BCIE 108.2 
Otras agencias multilaterales 147.9 

11. Agencias Bilaterales 778.8 
AID 606.3 38.3% 
Otros gobiernos 

111. Banca privada USA 102.6 5.1% 

IV. Otros 210.2 10.3% 

TOTAL 2,031.0 100.0 

FUENTE: Banco Central de Reserva, Boletln 
Económico, sept.-oct. 1989. 

La deuda externa salvadoreña es funda­
mentalmente deuda pública. En 1989, el 
72.7% de su saldo total era deuda contra­
tada poe el gobierno central y por las insti­
tuciones autónomas; y, dentro de la deuda 
del sistema bancario, al 90% correspondía 
al Banco Central de Reserva (BCR). Esta 
creciente participación del sector público 
dentro del endeudamiento externo es el 
lógico resultado del papel asumido por el 
Estado a partir de 1979 ante la drástica 
reducción de la inversión y el deterioro del 
sector externo. Durante toda la década de 
los ochenta, el Estado salvadorefío asumió 
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progresivamente un mayor cargo de deuda 
externa para financiar programas y proyec­
tos que compensaran la pérdida de dina­
mismo de la economía frente a la crisis. 

En efecto, la deuda externa, junto a las 
donaciones norteamericanas, se convirtió 
en los primeros años de la década en la 
fuente principal que financió la inversión y 
las necesidades de importación de la eco­
nomía y sin la cual los resultados económi­
cos de la década hubieran sido más desa­
lentadores. A manera de ejemplo, basta se­
ñalar que durante el período 1979-1983, en 
promedio, los gastos públicos en inversión 
real fueron financiados en un 40% vía 
endeudamiento externo. 

Sin embargo, no obstante que la deuda 
externa contribuyó a mantener un deter­
minado nivel de inversión y de importa­
ciones, sus efectos a más largo plazo sobre 
la economía han sido adversos, prin­
cipalmente debido a la presión ejercida por 
el pago de su servicio, el cual se ha cons­
tituído en un freno mayor para el creci­
miento económico. 

El servicio de la deuda ha ejercido una 
presión negativa sobre la disponibilidad de 
divisas que el país puede generar autóno­
mamente vía exportaciones. Dicho pago, 

CUADRO No. 3 
EL SALVADOR: SALDO DE LA DEUDA 

EXTERNA SEGUN PLAZO DE 
CONTRATACION AL 31 DE AGOSTO 

DE 1989 
(millones de dólares) 

corto mediano y 
plazo largo plazo TOTAL 

Sector privado 17.1 96.1 113.2 
Sector bancario 93.7 347.4 441.1 
Sector público ..,..., 1,476.7 

TOTAL 110.8 1,920.2 2,031.0 

FUENTE: Banco Central de Reserva, Boletfn 
Económico, sept-oct. 1989 
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semana internacional _________ _ 

CUADRO N114 
EL SALVADOR: SERVICIO DE LA DEUDAEXTERNA. 1979-1989 

Y SU RELACION CON OTROS INDICADORES 
(en millones de dólares) 

Año Servicio Servicio/Exportación Servicio/P 18 

1979 493.3 
1980 542.9 
1981 323.6 
1982 639.7 
1983 531.2 
1984 491.5 
1985 452.9 
1986 505.6 
1987 424.2 
1988 398.8 
1989* 144.0 

* Enero-agosto de 1989. 

FUENTE: Banco Central de Reserva. 

durante el período 1979-1989, representó 
en promedio el 48.5% del total del ingreso 
de divisas por exportaciones. Esto significa 
que, en ese período, de cada dólar que 
percibió nuestro país por exportaciones, 
tuvo que destinar casi cincuenta centavos al 
pago de intereses y amortización de la 
deuda. Esto no sólo impidió que una parte 
considerable de divisas generadas por la 
economía pudiesen dedicarse a la impor­
tación de bienes y servicios esenciales para 
el consumo interno, sino que también pre­
sionó sobre el aumento en el tipo de cambio 
(y, por tanto, sobre la inflación). Asimismo, 
el servicio de la deuda, junto con otra serie 
de factores, ha coadyuvado a generar una 
creciente dependencia de fuentes no autó­
nomas de divisas, situaéión que coloca al 
país en una posición crítica en el corto y 
mediano plazo y que torna la problemática 
de la deuda salvadoreña tanto o más dra­
mática que la del resto de países latinoa­
mericanos, sobre todo si se tiene presente 
que aquéllos no sufren los estragos de una 
guerra civil. Obviamente, sugerir que deje 

36.4 4.5 
42.7 14.2 
33.4 11.3 
73.7 17.1 
58.0 10.2 
54.0 9.6 
46.8 6.9 
49.3 11.0 
46.2 7.9 
44.0 7.3 
27.9 2.2 
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de pagarse el servicio de la deuda sólo 
llevaría a caer en mora e ir acumulando 
pagos que tarde o temprano deberán ser 
efectuados a costa de un mayor endeuda­
miento. Tampoco se trata de seguir aferrán­
dose a la idea de que no existe problema 
de deuda, ya que es inminente el estallido 
de la crisis de la deuda ante la incapacidad 
del país de aumentar o al menos mantener 
las exportaciones al nivel de 1978. La 
situación del mercado mundial del café y la 
desaceleración en el ritmo de crecimiento 
de la economía mundial, vuelven muy im­
probable que el país pueda efectuar en un 
plazo razonable un incremento significativo 
en su oferta exportable, sea de productos 
tradicionales como de no tradicionales. A 
tono con estos hechos, se impone entonces 
la necesidad de renegociar la deuda a fin 
de adaptar el pago de su servicio al com­
portamiento de las exportaciones y del PIB 
real, como un mecanismo que evite mayo­
res presiones sobre la deteriorada econo­
mía salvadorefta. 
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resumen semanal 

La participación de la Fuerza Armada 
en la masacre de la UCA 

El informe que la llamada "Comisión 
Moakley" presentó el 30 de abril recién 
pasado constituye un punto de rompeaguas 
en el proceso investigativo de la masacre 
de la UCA. A la luz de dicho informe, los 
datos aportados previamente por el informe 
del Comité de Abogados para los Derechos 
Humanos y por la prensa norteamericana 
sobre el rol del ejército salvadoreño en el 
caso, adquieren tal coherencia y contunden­
cia, que es imposible seguir dudando del in­
volucramiento institucional de la Fuerza 
Armada en la masacre. 

La posible lmpllcaclón de otros altos 
mllltares 

Desde el momento mismo en que el 
Presidente Cristiani anunció la implicación 
del coronel Benavides en la masacre, al­
gunos sectores de iglesia, entre ellos los 
propios jesuitas, consideraron inverosímil 
que la responsabilidad intelectual última de 
la masacre recayera solamente en Benavi­
des. Por el contrario, los jesuitas -y, con 
ellos, otros sectores- formularon la hipó­
tesis de que la masacre debió haber sido 
decidida por varios militares de alto rango. 

Tal hipótesis se apoyaba sobre dos su­
puestos principales: uno de ellos lo consti­
tuye el hecho de que la hoja de servicios de 
Benavides no mostraba las manchas escan­
dalosas en materia de violaciones de los 
derechos humanos que presentan los currl­
cula de otros compañeros suyos. Benavi­
des tampoco se había caracterizado nunca 
por manejar un discurso público patológi­
camente anticomunista, ni por dirigir ata­
ques rabiosos contra la UCA, como ha sido 
el caso, por ejemplo, de los Viceministros 
de Defensa y Seguridad Pública, ooroneles 
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Juan Orlando Zepeda e Inocente Orlando 
Montano (Proceso 414). 

El segundo supuesto, de mayor peso, 
se refería, precisamente, a la magnitud del 
delito, habida cuenta de la categoría y 
prestigio de las víctimas. Quienes conocen 
de cerca los procedimientos de la Fuerza 
Armada afirman que el coronel Benavides 
no habría ordenado un crimen de tales 
dimensiones sin contar por lo menos con la 
anuencia de algunos de sus superiores 
inmediatos. En la última semana de abril, tal 
afirmación ha sido avalada incluso por el 
"héroe de Cabañas", coronel Sigifredo 
Ochoa Pérez. 

A la altura de enero, la afirmación en 
cuestión no pasaba de ser una mera hipó­
tesis, coherente y plausible, pero sin mayor 
sustentación empírica. Paulatinamente, tal 
situación fue cambiando. La prensa nortea­
mericana empezó a sacar a la luz varios 
datos que apuntaban hacia un involucra­
miento institucional del ejército, no sólo en 
el encubrimiento de los asesinos sino in­
cluso en la decisión misma de la masacre. 

En la primera semana de febrero, la 
prensa norteamericana reveló que en la 
noche del miércoles 15 de noviembre, esto 
es, unas 3 ó 4 horas antes de la masacre, 
tuvo lugar una reunión de comandantes en 
el Estado Mayor (Proceso 417). Según el 
informe Moakley, "entre los asistentes esta­
ban el Ministro y los dos viceministros de 
Defensa; el jefe del Estado Mayor, coronel 
Ponce; los jefes de los mandos conjuntos; 
los comandantes de las distintas fuerzas de 
seguridad; los comandantes de las unida­
des destacadas en el área metropolitana, 
incluyendo al coronel Benavides; y un oficial 
de prensa". En total, por lo menos unos 
treinta oficiales de alto rango. La reunión 
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concluyó hacia las 10:30 pm. Benavides sa­
lió de ella directamente a ordenar la ma­
sacre. Llegó a la Escuela Militar y convocó 
a su despacho al teniente Yusshy René 
Mendoza Vallecillos, comandante de sec­
ción en la Escuela Militar; al teniente José 
Ricardo Espinoza Guerra, oomandante de 
compañía de la unidad de comandos del 
batallón Atlacatl, y al subteniente Gonzalo 
Guevara Cerritos, también del batallón 
Atlacatl. 

Aparentemente, sin embargo, Benavides 
llegó a la Escuela Militar, los preparativos 
de la masacre ya estaban en marcha. 
Según el informe Moakley, el teniente Espi­
noza recibió una orden, por radio, a las 
10:15 pm, para reunir a sus hombres en la 
Escuela Militar. Espinoza tificó la fuente de 
la orden. A esas horas, presumiblemente 
Benavides estaba en el Estado Mayor. De 
acuerdo a la comisión Moakley, "esto signi­
fica que la llamada por radio fue emitida o 
bien por el coronel Benavides mientras 
participaba en la reunión del Alto Mando, o 
bien por otra persona. En cualquiera de los 
dos casos, esto provoca serias interrogan­
tes. Si el coronel Benavides hizo la llamada 
mientras estaba en el Alto Mando, ¿lo 
habrá hecho con el oonocimiento o bajo 
órdenes de otras personas? Si alguien que 
no fue el ooronel Benavides hizo la llamada, 
¿quién fue y por qué Espinoza obedeció las 
instrucciones 7•. 

En la mañana del jueves 16, unas 4 ó 5 
horas después de la masacre, tuvo lugar 
otra reunión, esta vez en el Departamento 
Nacional de Inteligencia (DNI). Los partici­
pantes aplaudieron vivamente cuando un 
oficial interrumpió la reunión para anunciar 
que el P. Ellacuría había sido eliminado. 

Cuando la prensa norteamericana reveló 
la realización de ambas reuniones, empezó 
a cundir un manifiesto nerviosismo en el Al­
to Mando, cuyos integrantes, hasta ese 
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momento, habían tratado de ocultar celosa­
mente que ellas se hubiesen realizado. Fue 
un primer signo sospechoso de la voluntad 
de encubrimiento institucional con que el 
ejército pretendía escamotear las pistas que 
pudieran conducir al esclarecimiento de la 
masacre. Cuando la prensa norteamericana 
reveló el desarrollo de ambas reuniones, el 
Alto Mando no tuvo más remedio que 
admitirlas, pero calificándolas oomo "rutinar­
ias·. 

Tanto el informe del Comité de Aboga­
dos para los Derechos Humanos como el 
informe Moakley han aportado más datos 
esclarecedores en conexión con la reunión 
del DNI en la mañana del jueves 16 de 
noviembre. 

El dato principal remite al cateo efec­
tuado la noche del lunes 13 de noviembre 
en la residencia jesuítica. Según el informe 
del Comité de Abogados, dicho cateo fue 
ordenado por el propio Estado Mayor y 
realizado por la unidad de comandos del 
batallón Atlacatl dirigida por el teniente José 
Ricardo Espinoza Guerra y por el sub­
teniente Gonzalo Guevara Carritos, esto es, 
la misma unidad y los mismos oficiales que 
dos noches después efectuaron la masacre. 

El teniente Espinoza ha confesado que 
en el momento en que su unidad se dirigra 
a realizar el cateo, recibió una llamada del 
teniente Héctor Ulises Cuenca Ocampo, del 
DNI, quien le pidió aguardarlo para sumarse 
al operativo. ¿Cómo se enteró el teniente 
Cuenca Ocampo de que la unidad de Es­
pinoza se disponía a catear la UCA? ¿Re­
cibió instrucciones superiores para incorpo­
rarse al cateo? En aquel momento, el DNI 
estaba dirigido por un compañero de tanda 
de Benavides, el coronel Carlos Mauricio 
Guzmán Aguilar, ex-director de la Policfa 
Nacional (según la prensa norteamericana, 
Guzmán Aguilar fue trasladado de la Policía 
debido a los "excesos represivos" de este 

Digitalizado por Biblioteca "P. Florentino Idoate, S.J." 
Universidad Centroamericana José Simeón Cañas



cuerpo de seguridad bajo su mando). Guz­
mán Aguilar presidió la reunión del DNI 
realizada en la mañana del jueves 16 de 
noviembre, cuyos asistentes aplaudieron la 
muerte de Ellacuría. ¿Es casual la relación 
entre la presencia del teniente Cuenca 
Ocampo, del DNI, en el cateo del lunes 13 
y la reunión del DNI del jueves 16, pre­
sidida por Guzmán Aguilar, amigo de Bena­
vides? 

De acuerdo a tales datos, el coronel 
Guzmán Aguilar aparece como uno de los 
principales militares de alto rango que po­
dría estar implicado en la masacre. Signifi­
cativamente, en la orden general de cam­
bios emitida por la Fuerza Armada a 
comienzos de enero, Guzmán Aguilar fue 
destinado como agregado militar a Costa 
Rica. Su traslado fue calificado de "ruti­
nario•. 

La prensa norteamericana también ha 
sacado a colación el nombre de otro 
miembro de la "tandona", el coronel Joa­
quín Cerna Flores, jefe de operaciones del 
Estado Mayor en el momento de la ofensiva 
y, por tanto, superior inmediato de Bena­
vides. Según informes del Departamento de 
Estado, el coronel Cerna Flores era uno de 
los oficiales a quien Benavides tuvo que 
haber reportado sus actividades durante la 
ofensiva del FMLN. Curiosamente, también 
Cerna Flores fue removido de su puesto en 
la orden general de enero y designado 
como gerente general de ANTEL. Al igual 
que en el caso de Guzmán Aguilar, su 
traslado fue calificado como "rutinario•. Jus­
tamente en esos días, la Comisión Investi­
gadora de Hechos Delictivos estaba deter­
minando la responsabilidad del batallón 
Atlacatl en la masacre. Sin embargo, públi­
camente todavía no se sabía nada sobre 
las investigaciones. Los traslados de Guz­
mán Aguilar y de Cerna Flores, ¿fueron en 
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verdad "rutinarios" o tuvieron que ver con el 
curso de las investigaciones sobre la ma­
sacre? 

Además de los coroneles Cerna Flores y 
Guzmán Aguilar, un tercer nombre citado 
varias veces en el informe Moakley es el del 
Viceministro de Defensa, coronel Orlando 
Zepeda, miembro también de la ''tandona" y 
acérrimo enemigo público de la UCA. 

A diferencia de Benavides, quien nunca 
tuvo reputación de ser un fanático anti­
comunista, Zepeda siempre ha profesado 
en público un anticomunismo virulento. Una 
de las muestras más recientes de ello fue la 
fundación de las autodenominadas "defen­
sas civiles patrióticas", a las cuales jura­
mentó en mayo de 1989. Las defensas 
civiles patrióticas tuvieron una existencia 
efímera, debido al repudio generalizado que 
suscitaron en todos los sectores democráti­
cos del país, pero sus secuelas llegaron 
más lejos. Por su involucramiento en ellas 
fueron asesinados algunos meses después, 
por presuntos comandos de ultraizquierda, 
Edgar ChaCón y Gabriel Payés, dos asiduos 
colaboradores de El Diario de Hoy y 
amigos del coronel Zepeda. Es curioso que, 
48 horas después del atentado contra Pa­
yés, en julio de 1989, la UCA sufrió el más 
potente y devastador ataque dinamitero de 
todos los sufridos durante la década 
pasada. 

A diferencia también de Benavides 
-quien, según el informe Moakley, "no 
tenía ningún historial de involucramiento 
político (y) nunca había sido acusado de 
violaciones a los derechos humanos·­
sobre el coronel Zepeda pesan acusaciones 
de haber estado involucrado en lo que el 
informe Moakley llama "un escuadrón de la 
muerte dentro de la Primera Brigada de 
lnf antería durante el período 1988-89., se­
gún lo ha denunciado César Vielman Joya 
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Martínez, desertor de esa guarnición y ex­
miembro de los grupos paramilitares inte­
grados en ella. Cabalmente, durante el 
período al cual se refieren las revelaciones 
de Joya Martínez, el coronel Zepeda fue co­
mandante de la Primera Brigada. 

En tercer lugar, a diferencia de Benavi­
des -de quien nunca se escuchó en pú­
blico ningún exabrupto contra la UCA­
Zepeda ha sido uno de los militares que con 
menos disimulo ha atacado públicamente a 
la UCA. Las acusaciones más graves las 
formuló el 19 de abril de 1989, cuando ase­
guró que la UCA era el centro de opera­
ciones donde se había planificado el ase­
sinato del Fiscal General, Dr. Roberto 
García Alvarado (El Diario de Hoy, 20 de 
abril de 1989). Curiosamente, apenas una 
semana después de las acusaciones de 
Zepeda, las instalaciones de la UCA sufrie­
ron un fuerte atentado dinamitero, que El 
Diario de Hoy describió como ''bombas 
menores que no hacen ningún perjuicio 
sustancial.. .pero que se prestan para 'fabri­
car mártires' y justificar posteriores terroris­
mos" (El Diario de Hoy, 4 de mayo de 
1989). 

Ed Bradley, conductor del programa "60 
minutos" que la cadena CBS transmitió el 
22 de abril último, citó documentos del De­
partamento de Estado según los cuales 
apenas cinco meses antes del asesinato de 
los jesuitas, el coronel Zapada afirmó que 
éstos "estaban planeando la estrategia de la 
guerrilla•. Bradley no pudo entrevistar al 
coronel Zepeda, pero sí logró una entrevista 
del jefe del Estado Mayor, coronel René 
Emilio Ponce. Cuando Bradley preguntó al 
coronel Ponce si no era razonable que, 
tomando en cuenta su trayectoria de 
hostilidad contra la UCA, el coronel Zepeda 
fuera sometido a una prueba poligráfica, 
Ponce replicó: "Mi opinión personal es que 
aquí en el país ha habido muchas opiniones 
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sobre el papel de los jesuitas. Usted tiene 
que tener en cuenta a todos aquéllos que 
han dicho algo en contra de los jesuitas, no 
sólo al coronel Zapada". Desafortunada­
mente para el coronel Zepeda, no todas las 
personas que guardaban algún tipo de ad­
nimadversión contra los jesuitas estaban a 
cargo del viceministerio de Defensa ni te­
nían el poder de Zepeda para sugerir direc­
trices de acción a Benavides. De acuerdo a 
informes del Departamento de Estado, 
Zepeda, al igual que Cerna Flores, era otro 
de los oficiales ante quienes Benavides tuvo 
que haberse reportado en los días de la 
ofensiva del FMLN. 

Además de los vínculos institucional-ad­
ministrativos entre Zepeda y Benavides, la 
prensa norteamericana ha revelado que 
entre ambos existiría una amistad de larga 
data, a tal punto que Benavides habría 
obtenido el cargo de director de la Escuela 
Militar gracias al patrocinio de Zepeda (Cf. 
Anderson, Jack and Dale Van Atta, "Getting 
Away With Murder". The Washington Post, 
22 de abril de 1990). 

Los indicios sobre el posible involucram­
iento de Zepeda en la masacre no se 
agotan ahí. Según el comunicado que el 
Movimiento de oficiales jóvenes "Domingo 
Monterrosa• ha difundido a finales de abril, 
además de la reunión de comandantes en 
el Estado Mayor, en la tarde del miércoles 
15 de noviembre tuvieron lugar dos reuni­
ones informales en el despacho del coronel 
Zepeda, una a las 3:00 pm y la otra a las 
5:00 pm. En ambas reuniones habrían es­
tado presentes el coronel Benavides y 
"otros oficiales de más baja graduación•. 

Un análisis textual del comunicado de 
los oficiales jóvenes mostrarra fácilmente su 
autenticidad, aun cuando el Alto Mando lo 
ha rechazado como espúreo, atribuyéndolo 
a los esfuerzos de "propaganda gris• del 
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FMLN. En favor de su autenticidad estarían 
su carácter anticomunista estereotipado, su 
visión apologética de la Fuerza Armada, sus 
prejuicios sobre la presunta pertenencia de 
los jesuitas asesinados al FMLN y, en 
general, la coherencia de los datos que 
maneja con otros datos conocidos sobre la 
estructura organizativa, el modus vivendi y 
el modus operandl de la Fuerza Armada, 
los cuales suponen un profundo cono­
cimiento del ejército desde el interior de la 
propia institución (por ejemplo, las denun­
cias precisas de corrupción contra el co­
ronel Humberto Villalta, quien, curiosa­
mente, ha sido trasladado como agregado 
militar a España en la última orden general 
de cambios de la Fuerza Armada). 

Por lo que respecta al punto específico 
de las reuniones en el despacho de 
Zepeda, la denuncia de los oficiales jOvenes 
coincide con las declaraciones del coronel 
Sigifredo Ochoa Pérez sobre la realización 
de otra reunión de oficiales, además de la 
reunión amplia de comandantes realizada 
en la noche del 15 de noviembre, y que es 
la única que el Alto Mando ha admitido que 
tuvo lugar. En la entrevista que le hiciera el 
programa "60 minutos•, Ochoa Pérez afirmó 
taxativamente que "Benavides aduó bajo 
órdenes. No actuó solo ... Yo creo que todo 
fue planificado de antemano ... Un grupo de 
comandantes estaba detrás de todo ... Lo 
voy a repetir. Benavides obedeció. No fue 
una decisión suya•. 

Un último indicio contra Zepeda, re­
cogido en el informe del Comité de Abo­
gados para los Derechos Humanos, se 
refiere al presunto testimonio del soldado 
Jorge Alberto Sierra Ascencio -imputado 
de haber asesinado a las dos empleadas de 
los jesuitas- quien desertó a finales de 
diciembre y habría confesado que, cuando 
los comandos del Atlacatl llegaron a la re­
sidencia jesultica y se encontraron ines-
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peradamente a las dos mujeres, se comuni­
caron por radio con Zepeda, para pedirle 
"instrucciones". Zepeda habría respondido 
que las eliminaran también a ellas. 

Todos estos indicios en modo alguno 
constituyen pruebas de la implicación del 
coronel Zepeda en la masacre de la UCA, 
pero son elementos suficientes para que se 
le investigue con seriedad. Dado que el 
propio Zepeda ha manifestado tanta dis­
ponibilidad para comparecer ante el Juez 
Cuarto de lo Penal, ésta podría ser una 
buena oportunidad para investigar su po­
sible implicación en la masacre. 

Encubrimiento Institucional de la ma­
sacre 

El alcalde de San Salvador y presidente 
de ARENA, Dr. Armando Calderón Sol, 
afirmó a mediados de enero que el ase­
sinato de los jesuitas era algo tan "horrendo 
y monstruoso• que no había que descartar 
la posibilidad de que hubiese sido producto 
de una "conjura" del coronel Benavides con 
el FMLN. A partir de los datos aportados 
por el informe Moakley parece irse es­
bozando, efectivamente, una "conjura", pero 
no de Benavides con el FMLN, sino de 
Benavides con otros jefes militares. La 
prensa norteamericana empieza a barajar, 
entre éstos, por lo menos los nombres de 
otros tres militares de alto rango: Zepeda, 
Guzmán Aguilar y Cerna Flores. También 
el coronel Ochoa Pérez ha mostrado cla­
ramente que comparte la opinión de que 
Benavides recibió instrucciones superiores 
para ordenar la masacre. La airada reacción 
del Alto Mando a sus declaraciones, lejos 
de despejar las dudas sobre el involucra­
miento de algunos de los superiores de Be­
navides en la masacre, replantea la cues­
tión. 

Hasta donde se sabe, la presión nor-
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teamericana para que la Fuerza Armada 
esclarezca responsabilidades en la masacre 
ha sido ingente, a pesar de la torpeza de 
algunas acciones emprendidas por la em­
bajada, las cuales han obstaculizado las 
investigaciones y empañado la presunta 
voluntad del embajador Walker para que lo:> 
asesinos de los jesuitas sean enjuiciados y 
castigados. 

A comienzos de diciembre, el propio jefe 
del comando sur, general Maxwell Thur­
man, viajó a El Salvador para conminar al 
Alto Mando a "colaborar" con la investiga­
ción. Según el New York Times (21 de 
enero de 1990), Thurman les habría ad­
vertido categóricamente a los militares sal­
vadoreños: "Sólo hay una manera de resol­
ver el asunto. Si algunos de sus hombres 
están implicados en la masacre, entré­
guenlos". Posteriormente, las noticias sobre 
la vida de lujo que Benavides lleva en el 
cuartel de la Policía Nacional (Procesos 
420-421) suscitaron la indignación del 
propio Secretario de Estado, James Baker. 
Nunca antes se había generado en Estados 
Unidos un movimiento de presión tan fuerte 
para recortar la ayuda al gobierno salva­
doreño o por lo menos condicionarla a 
cláusulas estrictas. Nunca antes, tampoco, 
habla existido un consenso tan grande al 
interior del Congreso e incluso entre el Con­
greso y la Administración, sobre la exigen­
cia de presionar al gobierno salvadoreño 
para que hiciera justicia en un caso grave 
de violación de los derechos humanos. 

Sin embargo, a pesar de esa presión, la 
Fuerza Armada ha echado mano de todos 
los recursos a su alcance para proteger a 
Benavides. Tal comportamiento no hace 
sino més improbable la hipótesis de que 
Benavides haya actuado por su cuenta. 
¿Por qué la Fuerza Armada se ha compro­
metido hasta el desprestigio por defender a 
un solo coronel? ¿Simple esplritu de "soli-
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daridad fraterna" por parte de sus com­
pañeros de la tandona? ¿O temor de que, 
al verse perdido, Benavides suelte la lengua 
y comprometa a los otros implicados? La 
actitud de connivencia de la Fuerza Armada 
con Benavides, hasta el punto de arriesgar 
la continuación de la ayuda militar nortea­
mericana, es incomprensible a menos que 
en la masacre estén implicados otros altos 
jefes militares. Ello explicaría también el 
celo institucional con que la Fuerza Armada, 
según el informe Moakley, ha procedido 
desde un principio para encubrir todas las 
pistas que pudieran conducir hasta los 
responsables intelectuales de la masacre. 

De acuerdo a informes obtenidos por la 
comisión Moakley, el teniente coronel Ma­
nuel Antonio Rivas Mejía, responsable de la 
Comisión Investigadora de Hechos Delicti­
vos, supo desde un principio que Benavides 
estaba implicado, porque éste corrió per­
sonalmente a confesarle su culpabilidad y a 
solicitarle que lo ayudara a salir del pro­
blema. Dicho sea de paso, Rivas Mejía fue 
el oficial que sometió a un tratamiento 
vejatorio, en Miami, a la testigo Lucía de 
Cerna (Proceso 413). 

Al parecer, Rivas Mejía tuvo la intención 
de encubrir a Benavides, pero le fue im­
posible cuando la información se filtró a la 
embajada norteamericana. 

El curso de la "filtración" habría sido el 
siguiente: a comienzos de diciembre, el co­
ronel Nelson lván López y López, ex-jefe de 
la UEI, fue designado para asesorar a Rivas 
Mej(a en la investigación. Este le habría 
comentado la "confesión" de Benavides. 
López y López, a su vez, lo comentó con el 
coronel Carlos Armando Avilés, jefe del de­
partamento de operaciones psicológicas de 
la Fuerza Armada, ex-jefe también de la 
UEI y amigo suyo. Hacia el 20 de diciem­
bre, Avilés lo comentó con el mayor Eric 
BL•ckland, del grupo de asesores nortea-
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mericanos (U.S. Military Group) destacados 
en El Salvador. El 2 de enero, preocupado 
porque las investigaciones se prolongaban 
sin oonducir a ningún arresto, el mayor 
Buckland trasladó la información a su su­
perior inmediato, coronel William Hunter, 
quien, a su vez, la oomunicó al coronel 
Milton Menjfvar, jefe del grupo de asesores. 
Menjívar se puso en contacto con el jefe del 
Estado Mayor, coronel René Emilio Ponce, 
a quien expuso, el 5 de enero, la versión 
del mayor Buckland. De acuerdo a Men­
jfvar, Ponce reaccionó primero con escepti­
cismo, luego con contrariedad y, finalmente, 
con ira. Según informes extraoficiales, el 
coronel Avilés fue sometido a arresto. El 
Alto Mando negó tales versiones, aunque, 
curiosamente, Avilés, quien estaba nom­
brado oomo agregado militar en Washing­
ton, tuvo que deshacer maletas y quedarse 
en el país. La orden de su traslado a Wa­
shington fue rescindida. 

La reacción de Ponce a la interpelación 
del coronel Menjívar, y las medidas de 
represalia adoptadas contra Avilés, así co­
mo el trato privilegiado que se ha brindado 
a Benavides, concuerdan oon otro dato 
contenido en el comunicado de los oficiales 
jóvenes arriba citado, según el cual el 
propio Ponce, así como el Viceministro de 
Seguridad, ooronel Inocente Montano, y el 
director de la Guardia Nacional, coronel 
Juan Carlos Carrillo Schlenker, estuvieron 
entre los militares que más se opusieron a 
que Benavides fuera entregado a los tri­
bunales. Según los oficiales jóvenes, el 
Alto Mando pretendía uinculpar sólo a los 
dos compañeros de baja graduación". 

Significativamente, dos días después de 
la reunión de Menjívar con Ponce, el Pre­
sidente Cristiani anunció por cadena na­
cional de radio y TV que los responsables 
de la masacre eran efectivos de la Fuerza 
Armada. ¿Por qué el gobierno y la Fuerza 

17 

resumen semanal 

Armada esperaron hasta ese momento para 
formular tal anuncio? ¿Por qué no lo hi­
cieron antes de que la embajada nortea­
mericana se enterara por otras vías de la 
implicación de Benavides en la masacre? 
La comisión Moakley tiene la oonvicción de 
que si el coronel Menjívar no hubiera hecho 
saber a Ponce que la embajada uya sabía", 
la Fuerza Armada no habría revelado por sí 
misma la implicación de Benavides y, quizá, 
ni siquiera la del batallón Atlacatl. 

Aun así, la Fuerza Armada se ha limi­
tado a ceder en lo mínimo y a entregar tan 
sólo a quienes apretaron los gatillos o diri­
gieron inmediatamente la masacre. Otros 
soldados que oolaboraron oon la masacre 
no han sido encausados. Por ejemplo, la 
Comisión "Investigadora" no ha investigado 
quién fue el efectivo que disparó primero 
sobre el P. Joaquín López y López. Sólo ha 
sido encausado quien lo remató. El sar­
gento Osear Solórzano Esquive! (alias 
"Hércules"), quien, junto con "Satanás", sa­
có a los jesuitas de sus habitaciones, tam­
pooo ha sido encausado. Tampoco lo ha 
sido el cabo Cotta Hernández, a quien el 
teniente Espinoza ordenó arrastrar los 
cadáveres de los jesuitas hacia el interior 
de la residencia, pero que sólo tuvo tiempo 
de arrastrar el cuerpo del P. Juan Ramón 
Moreno. ¿Por qué Solórzano Esquive! y 
Cotta Hernández no fueron también remiti­
dos al Juzgado Cuarto de lo Penal? ¿Acaso 
no fueron cómplices activos de un grave 
delito? 

Otros Indicios sospechosos 

Además de la información filtrada por el 
mayor Buckland, hay otros indicios que 
apuntan, cuando menos, a una negligencia 
sospechosa del teniente coronel Rivas Me­
jía en la conducción de las investigaciones. 
Por ejemplo, el informe del Comité de 
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Abogados señala que en los registros ju­
diciales del caso aparece que, el 17 de no­
viembre, la Comisión Investigadora de 
Hechos Delictivos interrogó a los efectivos 
del batallón Monserrat que custodiaban la 
torre Democracia, en la periferia del campus 
de la UCA, la noche de la masacre. Los 
agentes relataron a la Comisión Investiga­
dora que, aproximadamente a la mediano­
che del miércoles 15 de noviembre, vieron 
desplazarse por la zona a efectivos del 
batallón Atlacatl. Sin embargo, el teniente 
coronel Rivas Mejía no investigó inmedia­
tamente dicha pista. ¿Tuvo que ver algo, en 
dicha actitud negligente, la confesión que le 
hizo el coronel Benavides? Cuando, al­
gunos días después, Rivas Mejía trató de 
intimidar a la testigo Lucra de Cerna para 
que se retractara de su testimonio, ¿lo hizo 
ya deliberadamente para salvar a Bena­
vides? 

Hay otros muchos indicios que sugieren 
la connivencia institucional del ejército para 
encubrir a los asesinos de los jesuitas. 

Aparentemente, Benavides tomó algu­
nas precauciones para disponer de una 
coartada en la eventualidad de que la ma­
sacre fuera investigada. Por ejemplo, or­
denó un simulacro para fingir que se había 
dado un enfrentamiento con el FMLN en el 
campus de la UCA y dispuso que se 
utilizara un fusil AK-47 para ejecutar a los 
jesuitas. El subteniente Guevara Carritos 
dejó un rótulo en el cual "el FMLN" se 
reivindicaba la masacre. Pensaron que de 
ese modo podrían desviarse las sospechas 
hacia el FMLN. 

Sin embargo, incluso ese tipo de pre­
cauciones fue torpemente implementado. 
Por ejemplo, en su cuaderno de operacio­
nes, Benavides apuntó que el enfrenta­
miento con el FMLN había tenido lugar a las 
00:30 am del jueves 16. Presumiblemente, 
los comandos ejecutaron la masacre en 
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torno a las 2:30 de la madrugada. Ese 
desfase de horarios constituye un detalle 
significativo que ejemplifica el burdo mon­
taje de la coartada. 

La comisión Moakley considera que los 
comandos del Atlacatl actuaron como si 
sintieran que tenían las espaldas cubiertas. 
De acuerdo a los testimonios de varios ve­
cinos y de jesuitas sobrevivientes, los ase­
sinos permanecieron por lo menos tres 
horas en el recinto de la residencia jesuí­
tica, fumando, hablando y paseando con 
total desenfado. Pilijay, el soldado que 
descargó el AK-47 contra los PP. Ellacurra, 
Martrn-Baró y Montes, se bebió indolente­
mente una cerveza después de cumplir la 
"misión" que le había sido encomendada. 
Después de ejecutar la masacre, los 
asesinos todavía lanzaron por lo menos dos 
luces de bengala, en medio de una zona 
intensamente militarizada. Si los comandos 
del Atlacatl no hubieran sabido -o por lo 
menos supuesto-- que el operativo contaba 
con el aval de instancias superiores, ¿hu­
bieran lanzado las luces de bengala lla­
mando la atención de los cientos de efec­
tivos de otras guarniciones que se encontra­
ban en la zona? Más aún, el informe 
Moakley recogió la versión de que "tres 
miembros del Departamento Nacional de 
Inteligencia (DNI) fueron testigos del crimen 
desde un edificio cercano, revisaron breve­
mente el lugar de los hechos después de 
levantarse el toque de queda a las 6:00 am, 
y rindieron un informe a sus superiores del 
DNI al regresar a su cuartel". 

A la comisión Moakley llamó poderosa­
mente la atención el hecho de que, a pesar 
del considerable número de efectivos que 
debieron tener noticias sobre la implicación 
del batallón Atlacatl en la masacre, ninguno 
se acercó voluntariamente a declarar. En 
apoyo de esta sospecha, el informe del 
Comité de Abogados para los Derechos 
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Humanos señala que, una vez que los 
comandos del Atlacatl efectuaron la ma­
sacre, fueron inmediatamente transferidos a 
la periferia norte de la capital, donde se 
reincorporaron al resto de su batallón. Allí 
entraron en contacto también con efectivos 
de la Primera Brigada de Infantería. Al me­
diocHa, en las inmediaciones de Don Rúa, 
éstos gritaban por altavoces: "Ignacio Ella­
curía y Martín Baró ya cayeron. Sigamos 
matando comunistas". Tales consignas fue-

. ron escuchadas personalmente, entre otras 
muchas personas, por el Arzobispo de San 
Salvador, Monseflor Arturo Rivera Damas, y 
por su obispo auxiliar, Monseñor Gregario 
Rosa Chávez. Según el Comité de Abo­
gados, la Comisión "Investigadora" tampoco 
investigó a los efedivos de la Primera 
Brigada que gritaban por los altavoces tales 
consignas. 

Asimismo, la comisión Moakley conside­
ra sospechosa la asignación y reasignación 
misma de la unidad de comandos del 
batallón Atlacatl que ejecutó la masacre. 
Los comandos salieron de su base, ubicada 
en el cantón Sitio El Nirto (La Libertad), a 
las 4:00 pm del lunes 13 de noviembre. A 
las 7:30 pm estaban cateando la residencia 
de los jesuitas de la UCA. Fue su primera 
"misión" después de llegar a la Escuela 
Militar. La masacre ocurrió hacia las 2:30 
am. del jueves 16. Tres horas y media 
después, hacia las 6:00 am del mismo día, 
fueron transferidos a otro sector. La masa­
cre de loa jesuitas fue su última "misión" 
antes de abandonar la Escuela Militar. 
¿Simple coincidencia o producto de un plan 
deliberado? 

La aditud misma de la Comisión de 
Honor, nombrada por la Fuerza Armada 
para determinar las responsabilidades de 
los imputados antes de remitirlos al Juez, 
es también sospechosa. La Comisión de 
Honor fue integrada por el comandante de 
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la Fuerza Aérea, general Rafael Villamari­
ona; el diredor de la Policía Nacional, 
coronel Dionisia Ismael Machuca; el te­
niente coronel Juan Vicente Eguizábal Fi­
gueroa; el mayor José Roberto Zamora 
Hernández, el capitán Juan Manuel Grijalva 
Torres; y por los asesores legales de la 
Fuerza Armada, Rodolfo Parker y Antonio 
Gómez Zárate. 

El 7 de enero, la Comisión Investigadora 
de Hechos Delictivos remitió a la Comisión 
de Honor las pruebas recabadas, así como 
al coronel Benavides y a 4 7 ef activos del 
batallón Atlacatl presuntamente implicados 
en la masacre. Después de interrogarlos, la 
Comisión redujo a 9 el número de los impli­
cados, esto es, los 9 nombres que el 
Presidente Cristiani anunció el 13 de enero. 
No obstante, al entrevistarse con la comi­
sión Moakley, tanto el general Villamariona 
como el coronel Machuca negaron haber 
interrogado a Benavides o a los otros efec­
tivos del Atlacatl que les fueron remitidos 
por la Comisión Investigadora. Ningún 
funcionario salvadoreño pudo explicar a la 
comisión Moakley qué criterio utilizó la 
Comisión de Honor para reducir a 9 la lista 
de 48 implicados que le remitió la Comisión 
Investigadora, ni tampoco cómo es que el 
Presidente Cristiani anunció los nombres de 
los presuntos implicados si la Comisión de 
Honor no se los pasó. El informe de la 
comisión Moakley resalta, con suma pre­
ocupación, que "en este momento no existe 
ningún registro de las acciones de la 
Comisión de Honor, y ésta no admite haber 
recabado ninguna información. Esta afirma­
ción no se puede creer, y en el contexto de 
una investigación seria es inaceptable". 

Después de todas estas irregularidades, 
que tanto impacto han causado en el Con­
greso norteamericano, la Fuerza Armada 
persiste en encubrir a Benavides. Según los 
principales diarios norteamericanos, el cua-
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derno de operaciones de Benavides, al 
igual que el libro de registro de entradas y 
salidas de la Escuela Militar correspon­
diente a la semana de la ofensiva, se han 
"extraviado". Los miembros de la Comisión 
de Honor citados a declarar por el Juez 
Cuarto de lo Penal se han rehusado, hasta 
el momento, a comparecer. 

El propio Viceministro de Seguridad, 
coronel Montano, ha opinado que el coronel 
Benavides es inocente. ¿Qué posibilidades 
hay de llevar a cabo un proceso judicial 
imparcial cuando el propio Viceministro de 
Seguridad sale a la defensa pública de la 
"inocencia" del principal implicado? 

Ante las declaraciones del coronel 
Ochoa sobre el probable involucramiento de 
mandos superiores a Benavides, la cúpula 
de comandantes de la Fuerza Armada ha 
manifestado públicamente su "total e incon­
dicional voto de confianza al Alto Mando 
militar de la Fuerza Armada, por estar cons­
cientes de su honorabilidad". ¿Qué posibili­
dades tiene el Juez Cuarto de lo Penal de 
investigar probables responsabilidades en 
los superiores de Benavides después de 
que la Fuerza Armada en pleno ha pun­
tualizado que la "honorabilidad" de todos los 
miembros del Alto Mando está fuera de 
discusión? 

PRESENTACION ----------------------, 

El boletín "Proceso" sintetiza y selecciona los principales hechos que semanal­
mente se producen en El Salvador y los que en el extranjero resultan més significativos 
para nuestra realidad, a fin de describir las coyunturas del país y apuntar posibles 
direcciones para su interpretación. 

Sus fuentes son los periódicos nacionales, diversas publicaciones nacionales y 
extranjeras, así como emisiones radiales aalvadoreftas e internacionales. 

Es una publicación del Centro Universitario de Documentación e Información de la 
Universidad Centroamericana • Jos6 Si meón Caftas•. 

SUSCRIPCION ANUAL 

El Salvador 
personal C50.00 
correo eeo.oo 

Centroam6rica y Panami $25.00 
Norte y Sur Am6rica $35.00 
Europa $40.00 
Otru regiones $45.00 

Loa suscriptorea de El Salvador pueden suscribirse en la Oficina de Distribución de 
la UCA o por correo. Loa chequea deben emitirse a nombre de la Universidad 
Centroamericana y dirigirse a Centro de Distribución UCA. Apdo. Postal (01) 575, San 
Salvador, 9 Salvador, C.A. TelMono: 240744 y 240011 Ext. 161 y 191. 

Biblioteca Florentino ldoate 

1111111 
166860 

Digitalizado por Biblioteca "P. Florentino Idoate, S.J." 
Universidad Centroamericana José Simeón Cañas


	0001_2R
	0002_1L
	0002_2R
	0003_1L
	0003_2R
	0004_1L
	0004_2R
	0005_1L
	0005_2R
	0006_1L
	0006_2R
	0007_1L
	0007_2R
	0008_1L
	0008_2R
	0009_1L
	0009_2R
	0010_1L
	0011_2R
	0012_2R



